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novecientos setenta y seis; sin entrar, en consecuencia, en el 
fondo del asunto ni hacer expresa imposición de costas a nin­
guna de las partes litigantes.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado" e insertará en la "Colección Legis­
lativa”, lo pronunciamos, mandamos y firmamos: Juan V. Bar­
quero, Alfonso Algara, Víctor Servan, Angel Falcón y Miguel 
de Páramo (rubricados).

Publicación: 'Leída y publicada fue la anterior sentencia por 
el excelentísimo señor Magistrado ponente don Angel Falcón 
García, estando celebrando audiencia pública la Sala Quinta 
del Tribunal Supremo el mismo día de su fecha. Ante mi, José 
Benéitez (rubricado).»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo esta­
blecido en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso- 
Administrativa de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que 
se cumpla en sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a V. I. para su conocimiento y demás efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 18 de mayo de 1979 —P. D., el Director general de 

Presupuestos, Angel Marrón Gómez.

Ilmo. Sr. Director general de Presupuestos.

15393 ORDEN de 18 de mayo de 1979 por la que se dis­
pone el cumplimiento de la sentencia dictada por 
la Sala Quinta del Tribunal Supremo en el recurso 
contencioso-administrativo número 507.895.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo núme­
ro 507.895, seguido por la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
promovido por don Rafael de Mingo Molina contra la Adminis­
tración, representada y defendida por el señor Abogado del Es­
tado, sobre revocación del Decreto 131/1976, de 9 de enero, ha 
dictado sentencia la mencionada Sala con fecha 13 de marzo 
de 1979, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que, aceptando la pretensión aducida de manera 
principal por el Abogado del Estado, debemos declarar y decla­
ramos inadmisible el recurso contencioso-administrativo inter­
puesto por don Rafael de Mingo Molina, Auxiliar de la Admi­
nistración de Justicia, contra el Decreto número ciento treinta 
y uno de nueve de enero de mil novecientos setenta y seis, con el 
pedimento de su modificación en relación con el Decreto nú­
mero tres mil doscientos noventa y dos de treinta y uno de di­
ciembre de mil novecientos setenta y seis y la Orden del Minis­
terio de Justicia de cinco de febrero del mismo año; sin entrar 
en consecuencia en el examen del fondo del recurso, y no hace­
mos especial condena respecto a las costas causadas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legis­
lativa”, lo pronunciamos, mandamos y firmamos: Juan V. Bar­
quero, Eduardo de No, Antonio Agúndez, Adolfo Carretero, Pa­
blo García (rubricados).

Publicación: Leída y publicada fue la anterior sentencia por 
el excelentísimo señor Magistrado ponente don Antonio Agúndez 
Fernández, estando celebrando audiencia" pública la Sala Quinta 
del Tribunal Supremo el mismo día de su fecha. Ante mí, José 
Benéitez (rubricado).»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo estable­
cido en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Ad- 
ministrativa de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que se 
cumpla en sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a V. I. para su conocimiento y demás efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid 18 de mayo de 1979.—P. D., el Director general de 

Presupuestos, Angel Marrón Gómez.

Ilmo. Sr. Director general de Presupuestos.

15394 ORDEN de 18 de mayo de 1979 por la que se dis­
pone el cumplimiento de la sentencia dictada por 
la Sala Quinta del Tribunal Supremo en el recurso 
contencioso-administrativo número 507.898.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo núme­
ro 507.898, seguido por la Sala Quinta del Tribunal Supremo, pro­
movido por don Luis Martinez-Falero Galindo contra la Admi­
nistración, representada y defendida por el señor Abogado del 
Estado, sobre impugnacicn del Decreto 131/1976, de 9 de enero, 
ha dictado sentencia la mencionada Sala con fecha 31 de enero 
de 1979, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que declaramos la inadmisibilidad de este recur­
so contencioso-administrativo interpuesto por don Luis Martinez- 
Falero Galindo, Oficial de la Administración de Justicia, en 
relación con el Decreto ciento treinta y uno de mil novecientos 
setenta y seis, con la pretensión procesal de que se modifique,

así corno la Orden de cinco de febrero y Real Decreto de treinta 
y uno de diciembre, ambos de mil novecientos setenta y seis; 
sin entrar, en consecuencia, en el examen del fondo del recurso 
ni hacer expresa imposición de costas a ninguna de las partes 
litigantes.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legis­
lativa”, lo pronunciamos, mandamos y firmamos: Juan V. Bar­
quero, Alfonso Algara, Víctor Serván, Angel Falcón y Miguel 
de Páramo (con las rúbricas).

Publicación: Leída y publicada ha sido la anterior sentencia 
por el excelentísimo señor Magistrado ponente don Angel Fal­
cón García, en audiencia pública celebrada en el mismo día de 
su fecha. Ante mí, José Benéitez (rubricada).»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo estableci­
do en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi­
nistrativa de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que se cum­
pla en sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a V. I. para su conocimiento y demás efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 18 de mayo de 1979.—P. D., el Director general de 

Presupuestos, Angel Marrón Gómez.

Ilmo. Sr. Director general de Presupuestos.

15395 ORDEN de 18 de mayo de 1979 por la que se dis­
pone el cumplimiento de la sentencia dictada por 
la Sala Quinta del Tribunal Supremo en el recurso 
contencioso-administrativo número 507.760.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo núme- 
ro 507.760, seguido por la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
promovido por don Domingo Fernández Alvarez contra la Ad­
ministración, representada y defendida por el señor Abogado del 
Estado, sobre revocación del Decreto 131/1976, de 9 de enero, ha 
dictado sentencia la mencionada Sala con fecha 29 de enero de 
1979, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallámos: Declarar la inadmisibilidad del recurso de don 
Domingo Fernández Alvarez, contra el Decreto ciento treinta y 
uno/mil novecientos setenta y seis, de nueve de enero, sin hacer 
imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legis­
lativa”, definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos: Juan V. Barquero y Barquero, Eduardo de No 
Louis, Antonio Agúndez Fernández, Rafael Casares Córdoba y 
Adolfo Carretero Pérez (firmado y rubricado).

Publicación: Leída y publicada ha sido la anterior sentencia 
por el Magistrado ponente excelentísimo señor don Adolfo Ca­
rretero Pérez, en audiencia pública celebrada en el mismo día 
de su fecha. Certifico, José López Quijada (firmado y rubri­
cado.) »

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo estable­
cido en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Ad- 
ministrativa de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que se 
cumpla en sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a V. I. para su conocimiento y demás efectos.
Dios guarde a V I. muchos años.
Madrid, 18 de mayo de 1979 —P. D., el Director general da 

Presupuestos, Angel Marrón Gómez.

Ilmo. Sr. Director general de Presupuestos.

15396 ORDEN de 4 de junio de 1979 por la que se con­
ceden a las Empresas que al final se relacionan, los 
beneficios fiscales que establece la Ley 152/1963, de 
2 de diciembre sobre industrias de «interés prefe­
rente:».

Ilmo. Sr.: Vista la Orden del Ministerio de Industria y Ener­
gía de 5 de mayo de 1979 por la que se declaran a las Empresas 
que al final se relacionan, comprendidas en los polígonos de 
preferente localización industrial que se mencionan, incluyén­
dolas en el Grupo A) de los señalados en el Anexo de la 
Orden de dicho Departamento de 2 de julio de 1976,

Este Ministerio, a propuesta de la Dirección General de Tri­
butos, de conformidad con lo establecido en el artículo 6 de la 
Ley 152/1963, de 2 de diciembre, y en el Decreto 1096/1976, de 8 de 
abril, ha tenido a bien disponer lo siguiente:

Primero.—Con arreglo a las disposiciones reglamentarias de 
cada tributo, a las específicas del régimen que se deriva de la 
Ley 152/1963, de 2 de diciembre, y al procedimiento señalado por 
la Orden de este Ministerio de 27 de marzo de 1965, se otorgan 
a cada una de las Empresas que al final se relacionan y por 
un plazo de cinco años contados a partir de la fecha de publi­
cación de la presente Orden, los siguientes beneficios fiscales:


